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CAPITULO XI 

NUEVAS REFORMAS PARA CONSTRUIR LAS 
RELACIONES PUBLICO-PRIVADAS 

1. Introducción 
Entre fines de los 80 y primera mitad de los años 90 se realizaron las reformas 

económicas básicas en la mayoría de los países de la región. En lo fundamental estas 
reformas se orientan a flexibilizar los mercados, ampliando su cobertura y disminuyendo 
muchas intervenciones del Estado que generaban distorsiones e ineficiencias, como un 

’ exceso de control sobre la asignación de inversiones, restricciones al comercio exterior y 
al mercado de capitales, empresas públicas cuya justificación como tales había 
desaparecido en las nuevas condiciones de la economía. Muchas de estas reformas no se 
han completado y están en curso. Pero a medida que las economías se han estabilizado, 
están más abiertas y ha mejorado su eficiencia, se detecta que hay otros ámbitos de la 
institucionalidad económica que han permanecido rezagados e impiden un pleno 
aprovechamiento de la modernización económica. 

De hecho, en un informe sobre las reformas económicas en América Latina, el 
Banco Interamericano de Desarrollo expresaba su desilusión por el desempeño de la 
región durante los años 90. A pesar de que en la mayoría de los países ya se habían 
implementado muchas reformas básicas, se había iniciado la recuperación y 
restablecidos los flujos de inversión extranjera, el crecimiento económico promedio fue 
un modesto 3,5% por año, algo más de la mitad que el crecimiento en la década pre- 
reforma de los años 60. ls8Se preguntaba el BID, como también muchos otros analistas, 
qué podría explicar este bajo desempeño. La hipótesis más aceptada es que todavía hay 
importantes ámbitos en los cuales la modernización no ha penetrado suficientemente, 
por lo cual sigue habiendo carencias que impiden un desarrollo más dinámico. 

Si bien este planteamiento es ampliamente aceptado, hay discrepancias cuando se 
trata de precisar cuáles son los temas específicos que requieren mayor prioridad en lo 
que podrían ser las “reformas de segunda” generación. Para muchos analistas, la mayor 
prioridad debiera estar en la profundización de la liberalización financiera y de las 
privatizaciones de empresas públicas y seguridad social. Para otros, lo que está haciendo 
crisis es la desigualdad social que se intensificó durante los años 80 y no ha logrado 
revertirse. Esto podría requerir un retorno a un activismo estatal, a partir de un 
diagnóstico de que el mercado no tiene mecanismos para generar la equidad en la 

“* BID, op. cit. 
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distribución del ingreso. El planteamiento levanta polémica ya que parecería necesario 
retornar a un debate que confronta la acción del Estado con la del mercado. 

En una tercera interpretación, el aprovechamiento pleno de las reformas de 
mercado supone un desarrollo de la institucionalidad básica con que muchos países no 
cuentan o cuentan en forma insuficiente. Un caso extremo es el de países de la ex 
Europa Oriental, especialmente Rusia, donde se liberalizaron los mercados y se 
privatizaron las empresas estatales, pero sin que hubiera una clase empresarial moderna, 
un Estado de derecho o un sector público con capacidad profesional y técnica para 
comprender las reglas del mercado y poder aplicar sistemas regulatorios. En América 
Latina hay países que también sufren carencias importantes en el desarrollo de su 
institucionalidad, donde por años existieron dictaduras y regímenes económicos muy 
cerrados que ampararon toda clase de corrupción. Una tesis fundamental del Banco 
Mundial es que sin instituciones sólidas y de buena calidad es muy difícil implementar 
estrategias eficaces de desarrollo. 

Este capítulo abordará el tema desde el punto de vista de las nuevas relaciones 
que se están construyendo entre el Estado y el mercado o, si se quiere, entre la acción 
pública y la acción privada, a través del desarrollo de la institucionalidad político- 
económica. En efecto, después de los debates que han tenido lugar durante dos décadas, 
mirando al Estado y al mercado como mecanismos competitivos, en que el mayor 
espacio de uno significaría menor espacio para el otro, sería lamentable volver a esos 
términos, que no dan suficiente cuenta de las importantes transformaciones que han 
tenido las economías y las sociedades. Entre éstas, debe tomarse nota de la pérdida de la 
centralidad de la política en una sociedad que adquiere más autonomía, porque está 
mejor informada, es capaz de constituir nuevos intereses, se globaliza y tiene posibilidad 
de acceder a múltiples tipos de recursos. Se reivindican los espacios locales y regionales, 
al mismo tiempo que las vinculaciones internacionales. 

Como ha señalado Joseph Stiglitzlg9, el debate de fines de siglo ha cambiado los 
términos de la discusión, a la luz de los análisis empíricos sobre las experiencias de 
reformas, como también a la luz de experiencias exitosas de desarrollo, en particular las 
de países asiáticos (independientemente de la crisis financiera de 1997-98). En este 
nuevo debate ya no se mira al Estado y al mercado como mecanismos alternativos, sino 
más bien se pregunta cómo se complementan para crear una sinergia que potencie sus 
respectivos aportes al desarrollo. ¿Cómo pueden el Estado y el sector privado actuar 
como socios en un objetivo común, que es el desarrollo nacional? ¿Cómo pueden ambos 
construir una visión país, que de cuenta de las demandas por mayor bienestar económico 
y social, pero también de las necesidades de participación y de cohesión social? Ambos 
representan dos lógicas, uno la de la acción colectiva centralizada, en tanto el sector 
privado, la de la acción individual. Pero el abordaje de los nuevos desafíos requiere 

Is Joseph Stiglitz, “Redefining the Role ofthe State”, World Bank, 1998. 
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ambos tipos de acciones, articuladas en una visión común y compartida del desarrollo e 
integradas en una institucionalidad coherente con los nuevos desafíos. 

El planteamiento central de este capítulo es que la articulación público-privada 
pasa por el desarrollo de nuevas institucionalidades, las que no representan 
necesariamente al Estado o al sector privado, sino a una acción colectiva 
descentralizada, enraizada en intereses sociales específicos, que adquieren autonomía 
para su acción privada, pero enmarcándose en criterios colectivos más amplios. Visto 
desde otro punto de vista, se trata de institucionalidades que buscan potenciar las 
posibilidades de iniciativa individual que ofrece el mercado, pero reconociendo límites 
derivados de su insuficiencia e imperfecciones. Instituciones que estimulan y eliminan 
barreras a la iniciativa individual, pero también le ponen limites y restricciones cuando 
se amenazan intereses generales. 

Detrás de este planteamiento esta el supuesto de que existe un interés general, 
cuyo logro requiere el pleno potenciamiento de los intereses específicos y la 
movilización de las iniciativas y creatividades individuales, pero enmarcadas en esos 
intereses generales. Se define así un nuevo ámbito de acción, que no es ni el Estado ni el 
mercado, sino un espacio articulado donde ambos confluyen. Por cierto, las 
características específicas que asuma esa institucionalidad dependerán en cada país de su 
historia, de sus fortalezas y debilidades y de sus estadios de desarrollo. 

En una primera sección, se revisan algunos conceptos teóricos tradicionales, que 
identificaron en distintas épocas los méritos y las deficiencias del Estado y del mercado, 
y se sintetiza el enfoque más reciente que se ha dado en llamar el neo- 
institucionalismo’90. A partir de este enfoque, se plantean los principales cambios 
institucionales 0 “reformas de segunda generación”, los cuales dicen relación 
principalmente con las funciones regulatorias del Estado. 

2. Una revisión teórica sobre las fallas del mercado y del 
Estado 

Es conveniente resumir en forma apretada las fallas clásicas del mercado, así 
como las “nuevas fallas de mercado” que se ha detectado, y las “fallas del Estado”. 

La literatura neo-clásica de la economía tuvo un momento culminante cuando el 
economista francés Leon Walras formuló el modelo del equilibrio general en base a una 
economía perfectamente competitiva y sin interferencias. Este modelo demostraba las 
condiciones para alcanzar un óptimo económico, en el cual los recursos se asignan con 
la máxima eficiencia a sus usos mas productivos. En ese óptimo, la sociedad alcanza su 

‘W Enfoque desarrollado por Douglas North, Premio Nobel de Economía 
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máximo bienestar y no sería posible mejorar a ningún individuo sin empeorar a otro. 
Otro tema distinto era cómo se llega a ese óptimo a partir de una situación dada. El 
proceso, según Walras, era el de prueba y error, según el cual, los agentes económicos y 
los consumidores estarían ajustándose permanentemente en función de las señales de los 
precios. Cada agente, al buscar su mhima satisfacción personal, contribuiría a un ajuste 
de los mercados y de los precios, hasta alcanzar el óptimo, en el cual nadie estaría 
interesado en nuevos ajustes. 

Un tema que surgió es que este proceso de ajustes sucesivos podría requerir 
tiempos muy largos. Fue preciso reconocer que si hubiera una especie de martillero, es 
decir, un agente externo a la economía, que pudiera acelerar el traspaso de información y 
la toma de decisiones, los ajustes podrían ser muy rápidos. Es interesante este aspecto, 
porque muestra que a pesar de la extrema elegancia y rigurosidad formal del análisis 
walrasiano para demostrar la posibilidad de un óptimo económico en condiciones 
competitivas y descentralizadas, no pudo resolver un tema tan crucial y relevante para 
una sociedad concreta como es el tiempo que pueden tardar los ajustes, durante el cual 
pueden subsistir situaciones sub-óptimas, donde no se aprovechan plenamente los 
recursos disponibles. Como los parámetros que determinan una situación óptima en un 
instante dado son cambiantes, en la práctica el estado normal de una economía de 
mercado sería de sub-óptimo, ya que siempre estaría ajustándose a nuevas condiciones. 

Walras quería demostrar que una economía de mercado, al menos teóricamente, 
puede autorregularse espontáneamente. Casi es comparable a una máquina perfecta que 
funciona por sí sola. Pero en la medida que se la pone en un contexto histórico, donde el 
tiempo importa y es relevante, ya no puede prescindir de un agente exógeno que facilite 
el proceso de ajuste. La función del martillero es transmitir información mas 
rápidamente que los mercados. Pero esto implica una especie de martillero 
extremadamente bien informado y capaz de transmitir esa información a todos los 
agentes involucrados, cosa que tampoco es muy realista suponer en una sociedad 
concreta. 

El modelo de Walras tenía implicancias microeconómicas y macroeconómicas. 
Mientras aquéllas se referían a los mercados individuales, a nivel macroeconómico la 
implicancia era que no debía haber desajustes globales entre oferta y demanda, porque 
todo lo que se produce se gasta. Los productores, incluidos los trabajadores, perciben un 
ingreso, el cual se gasta ya sea en consumo o en inversión. De ahí el famoso dictum de 
que “la oferta crea su propia demanda”, consagrado por otro economista francés, Juan 
Bautista Say. Los ciclos económicos y la inestabilidad serían turbulencias debidas a 
factores ajenos al funcionamiento básico de la economía. 

Este fue el tema que se abordó críticamente en los años 30, por la teoría 
keynesiana. Keynes demostró que ese dictum era inválido. No necesariamente la oferta 
crea su propia demanda, porque los perceptores de ingresos pueden no gastar una parte y 
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atesorarla. De aquí surgió la teoría macroeconómica moderna, a partir de Keynes, que 
tuvo vigencia durante cerca de 50 años. 

Simultáneamente, se desarrolló también una revisión crítica del modelo 
competitivo de mercado, en cuanto a su posibilidad de generar un óptimo económico. Es 
la literatura que se ha centrado en las “fallas del mercado”. Se pueden reconocer dos 
grandes aproximaciones que se refieren a la literatura hasta los anos 60, y que 
denominamos “las viejas fallas del mercado” y la literatura mas reciente, desde los 
anos 70, sobre “las nuevas fallas del mercado”. Asimismo, se ha desarrollado también 
una literatura sobre “las fallas del Estado”. 

1) Las viejas fallas del mercado: 

. Extemalidades 

. Competencia imperfecta y monopolios 

. Provisión de bienes públicos 

2) Las nuevas fallas del mercado 

. Mercados incompletos 

. Información incompleta y asimétrica 

. Costos de transaccion 

La existencia de estas fallas, tanto a nivel macroeconómico como 
microeconómico, propició la intervención del Estado, como un agente externo que 
podría corregir las distorsiones provocadas por esas fallas con instrumentos de políticas 
que reproducirían las condiciones óptimas. Frente a los desequilibrios 
macroeconómicos, correspondelía una acción a través de la política fiscal, ya fuera 
tributaria o de gasto. Ante los desequilibrios microeconómicos, corresponderia aplicar 
instrumentos que corrigieran los precios de mercado. Por mucho tiempo se supuso un 
Estado con suficiente información como para conocer las “condiciones cercanas al 
óptimo social” y benevolente como para actuar sin otros intereses que los de la sociedad. 
Estos supuestos también han sido cuestionados. 

En tiempos más recientes surgió una literatura que propuso una nueva visión 
frente a las fallas de los mercados y del Estado. En la medida que los derechos de 
propiedad estén bien definidos, y se deje actuar libremente a los agentes, la falla por 
externalidades tendería a corregirse espontáneamente porque los individuos llegarían a 
acuerdos privados para compensarse recíprocamente. El dueño de una colmena, por 
ejemplo, que se beneficia de las flores del vecino, estaría dispuesto a pagarle una 
compensación a este último, para que mantenga el cultivo de flores. Ello supone una 
negociación y un contrato. Pero esta solución supone ausencia de costos de transacción 
(tiempo, relaciones sociales, riesgo de incumplimiento). Si estos costos no son triviales, 
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la solución privada deja de tener validez y sigue en pie la necesidad de que un agente 
externo, como el Estado, promueva una acción de fomento para producir la externalidad. 
Esa acción pública podría ser un subsidio al productor de flores y un impuesto al 
productor de miel, como se propuso en la literatura tradicional; o una acción facilitadora 
de un contrato privado, mediante una regulación pública de los derechos y deberes de 
cada parte a objeto de disminuir los costos de transacción, como se propone en los 
nuevos enfoques de políticas públicas. Pero en ambos casos se requiere un agente 
estatal. 

Los proponentes de las soluciones privadas no se dieron por vencidos y 
argumentaron que aun en este caso, no se desprendía necesariamente que la solución 
estatal era la óptima. En efecto, la intervención estatal tiene costos y le impone costos a 
la sociedad. En particular, se argumentó que la acción estatal induce la formación de 
grupos de interés los que a través del proceso político, en especial el hobby, presionan 
para obtener compensaciones con argumentaciones espúreas sobre supuestas 
externalidades. Incluso suponiendo la existencia real de éstas, habria que balancear el 
beneficio neto de producir las externalidades contra el costo de las posibles distorsiones 
generadas por el Estado, aparte del costo directo absorbido por la burocracia pública. 

Por lo tanto, se identificó un conjunto de fallas del Estado, que pueden 
desaconsejar su intervención, aun en forma indirecta. 

3) Las fallas del Estado 

. Creación de un mercado político a través de grupos de interés 

. Incentivos a la búsqueda de rentas 

. Incentivos a la corrupción y el desperdicio: el problema del agente y el 
principal 

Estas fallas, por cierto, son propias no sólo del Estado, sino de toda organización 
de gran tamaño que se ve afectada por el problema del agente y el principal. Es decir, 
también pueden afectar al sector privado. La diferencia es que en tanto en el caso del 
Estado el costo recae en la sociedad, cuando se trata de fallas privadas el costo lo asume 
la propia organización. Podría agregarse, “hasta donde lo asume”, porque es 
relativamente fácil en situaciones monopólicas traspasar ese costo a los consumidores o 
usuarios. Distinto es el caso en economías competitivas y abiertas. 

Si tanto el mercado como el Estado fallan, ¿ cómo resolver el impasse? ¿Cómo se 
opta por un diseño institucional? De partida, esto significa reconocer que vivimos en 
mundos imperfectos, con Estados y sistemas de mercado imperfectos. Son estas 
realidades las que hay que tomar como punto de partida, en vez de construir modelos 
ideales que suponen mecanismos funcionando en forma optima. De lo que se trata es de 
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aprovechar y potenciar los beneficios propios de cada sistema, minimizando los riesgos 
y deficiencias que ellos presentan. 

Teniendo en cuenta, entonces, las fallas que se pueden producir en uno u otro 
mecanismo de coordinación económica, Joseph Sitglitz ha hecho seis proposiciones para 
maximizar la eficiencia de un sistema público-privado”‘. Ellas consisten en una 
proposición básica y cinco proporciones derivadas. La proposición básica es: 

1) Para minimizar las fallas del Estado, y en particular las que se derivan de 
la presencia de grupos de interés que presionan por privilegios, el Estado debe usar los 
instrumentos del mercado en sus decisiones, tanto como sea posible. Esto es, 
básicamente los instrumentos que generan condiciones competitivas y abiertas. Se trata 
de licitaciones, concursos abiertos, sub-contrataciones, información de mercado para 
evaluar sus decisiones, etc. La ventaja de estos instrumentos es que protege al Estado del 
riesgo de quedar sujeto a las 

B 
resiones de grupos de interés y sus decisiones se hacen 

más transparentes y objetivas’ 2. 

Las proposiciones derivadas son: 

2) Restringir la intervención estatal en las áreas donde hay evidencia 
concreta de que existen influencias sistemáticas de grupos de interés. Un ejemplo 
notorio al respecto es el comercio internacional, donde existen fuertes presiones para 
erigir protección a los productores nacionales frente a la competencia externa. 

3) Promover acciones estatales que aumenten la competencia y restringir 
aquellas acciones que disminuyen la competencia. El caso más claro, que se abordará 
con más detalle en la sección siguiente, es la regulación de sectores de utilidad pública, 
como telecomunicaciones, donde una política basada en la competencia resulta más 
exitosa que una política basada en el amparo a monopolios regulados. 

4) Favorecer la entrega de información al público y evitar la 
confidencialidad. Esta última aumenta el poder de quienes tienen acceso a esa 
información y por lo tanto, estimula el uso abusivo del poder y el riesgo de influencias 
indebidas. Según Stiglitz, los argumentos que tradicionalmente se dan para mantener la 
confidencialidad (por ejemplo, evitar un daño a la gobernabilidad) son espúreos y el 
daño que puede hacer la filtración inesperada puede ser muy superior. La apertura de la 
información beneficia también la participación, la democracia y la responsabilidad. 

N’ Stiglitz, op. cit. Estrictamente, propone cinco criterios. Hemos explicitado un sexto criterio, 
nuestra proposici6n bbsica, que está contenida en el análisis de este autor. 

W* En estricto rigor, el Estado no queda totalmente protegido de presiones espúreas aun cuando 
use estos instrumentos, ya que siempre puede haber manipulación o seudo-licitaciones amparadas en la 
corrupción. Por ello, se requiere que tambien el Estado esté sujeto a la fiscalización de entidades 
contraloras autónomas. 



234 OSCAR MmOZ GOMA 

5) Estimular la provisión privada de bienes públicos, no sólo a través de las 
empresas sino también de las organizaciones no gubernamentales. Esta política estimula 
la competencia, desarrolla nuevos mercados, aumenta la información y descongestiona 
al Estado de funciones proveedoras. Esta proposición es el fundamento de nuevos 
enfoques a las políticas sociales, permitiendo la incorporación del sector privado en 
áreas que tradicionalmente se consideraban vedados para éste, bajo el supuesto de que se 
trata de sectores que por definición no son rentables. Esta política supone una 
diferenciación entre el financiamiento de un programa y la provisión de los bienes o 
servicios. El Estado puede retener la función de fínanciamiento a determinados grupos 
de usuarios, pero con una provisión privada. 

6) El Gobierno debe buscar un equilibrio entre la representatividad 
democrática y la capacidad técnica. Esta proposición es fundamental para darle un 
sentido democrático a la acción de Gobierno, incluidas las políticas anteriores. Ella 
apunta al reconocimiento de que en ultimo término, un Gobierno debe dar cuenta de su 
gestión a la ciudadanía y esto significa no sólo una buena gestión técnica, sino también 
una adecuación a los valores y objetivos que la sociedad privilegia a través del proceso 
democrático. Con la mayor complejidad de las decisiones públicas y la necesidad de 
profesionalización de la gestión del Estado, aumenta el riesgo del enclaustramiento de 
los equipos técnicos de Gobierno. Este riesgo se presenta en todos los ámbitos de la 
gestión pública, pero donde ha sido más conspicuo en anos recientes es en la política 
monetaria, con la autonomía que han adquirido los bancos centrales. La pregunta crucial 
es si los bancos centrales son soberanos para decidir los objetivos de la política 
monetaria o deben asumir algUn tipo de restricción o compromiso con los objetivos de la 
política macroeconómica, definidos en las instancias políticas. Pero de la misma manera 
el problema se puede plantear en otros ámbitos, como el de la salud pública, por 
ejemplo. ¿Cómo compatibilizar el funcionamiento técnicamente óptimo de un sistema de 
provisión de salud con los objetivos políticos que éste debe asumir y que implican 
decisiones sobre qué grupos sociales serán privilegiados o qué tipos de enfermedades 
serán prioritarias? 

Puede parecer, a primera vista, que las proposiciones anteriores no se diferencian 
de la propuesta neo-liberal, que abogó en los anos 80 por una disminución de las 
funciones del Estado y una liberalización de los mercados. Pero ello no es así. Detrás de 
cada una de estas proposiciones está la idea de un Estado que se fortalece en lo que le es 
más propio y renuncia a aquellas acciones en que es manifiestamente débil. Disminuir su 
acción en áreas donde hay abundantes riesgos de presiones de grupos de interés es abrir 
el espacio a la competencia, la que requiere ser protegida y estimulada. La función del 
Estado aquí se reconvierte desde la protección a determinados sectores, a la 
implementación de una política de competencia real, cuyos beneficiarios son la amplia 
masa de consumidores. Esto supone regulaciones y una institucionalidad de 
jurisprudencia económica, destinada a impedir los abusos y oportunismos que surgen en 
mercados no competitivos. No es una tarea menor para Estados usualmente débiles y 
con escasez de recursos financieros y humanos. 
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Una política de información abierta y amplia, por otra parte, supone también un 
gran esfuerzo político, técnico y financiero del Estado. Pero en una época, como la 
actual, de fortalecimiento de la ciudadanía y de los mercados, así como de los 
intercambios internos y externos, organización de redes y acceso al ciberespacio, el 
acceso a la información ha pasado a ser un bien de alto valor pero que requiere 
inversiones en infraestructura, en capital humano y capital social. El Estado debe ejercer 
un liderazgo y establecer condiciones para el acceso masivo a la información, sin que 
necesariamente tenga que ser el proveedor de la infraestructura. 

Quizás la responsabilidad más central del Estado sea la de asegurar la legitimidad 
política de las decisiones, lo cual significa asumir las demandas ciudadanas y procesarlas 
políticamente en base a su representatividad y al interés común. Este tema es complejo, 
especialmente a medida que la sociedad civil asume mas protagonismo y se desarrollan 
las organizaciones de base. Nuevamente, surge el riesgo de que las organizaciones 
sociales se conviertan en otros tantos grupos de interés que abogan y presionan por la 
defensa y protección de intereses sectoriales. El Estado debe buscar un balance delicado 
entre el estímulo a la participación social y la defensa del bien común, que va más allá 
de cualquier grupo específico. 

3. Importancia de las instituciones para el desarrollo 

La construcción de nuevas formas de articulación entre el Estado y el mercado 
implica una verdadera innovación institucional. En lugar de mirarla como posibles 
retrocesos de la acción del Estado o del mercado, como en un juego de suma cero, 
estático, se trata de asumirla como un proceso dinámico, que plantea nuevas necesidades 
pero también nuevos recursos y tecnologías. Esto supone también un recambio 
permanente de las responsabilidades del Estado y del mercado. Funciones que 
tradicionalmente requirieron la acción del Estado, como fue por ejemplo, en el período 
de post-guerra, la organización de empresas estratégicas para la industrialización, 
pierden sentido cuando esas industrias dejan de serlo y los productos respectivos pasan a 
tener un carácter convencional y son susceptibles de obtenerse en mercados 
competitivos. A fines del siglo XX, por ejemplo, ya no tuvo sentido que el Estado 
mantuviera una industria siderúrgica, que sí lo tuvo a mediados del siglo. Entonces, la 
privatización de las respectivas empresas no puede leerse como una pérdida de espacio 
del Estado, toda vez que ya esa función empresarial había perdido su carácter estratégico 
e incluso la rentabilidad del patrimonio podria ser inferior a la de usos alternativos. De la 
misma manera, el desarrollo de nuevos mercados que sí tienen carácter estratégico, 
como el de la informática, o de derechos ambientales, puede justificar una acción 
explícita del Estado. Por ejemplo, la Internet no habría podido desarrollarse si el 
Gobierno Federal de los Estados Unidos no hubiera desempeñado un papel decisivo en 
el financiamiento y la promoción de la red.lg3 Pero nótese que una cosa es promover y 

H’ Banco Mundial, Informe del Desarrollo Mundial 1997, op. cit. 
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financiar actividades tecnológicas de punta y otra es emprender la producción y 
comercialización de los productos o servicios resultantes. Si de por medio existen 
extemalidades importantes, como en el ejemplo de la Internet, el Estado tiene una 
responsabilidad en asignar los recursos financieros, pero no necesariamente en la 
provisión de los servicios, lo que perfectamente puede ser asumido por el sector privado. 

A partir de su experiencia de muchos años en el financiamiento de proyectos de 
inversión en múltiples países, el Banco Mundial ha sugerido algunos criterios operativos 
para identificar el carilcter de la institucionalidad público-privada que puede ser más 
recomendable para diversos países. Estas recomendaciones están basadas en el hecho de 
que la calidad y capacidad de las instituciones son relevantes en el momento de definir 
las reglas del juego entre Estado y mercado. De aquí se derivan tres hipótesis muy 
simples, a partir de la evidencia empírica obtenida por el Banco. Ellas son: 

1) Instituciones de buena calidad inciden positivamente en el crecimiento 
económico. De una muestra de 94 países industriales y en desarrollo, para el periodo 
1964-93 y controlando por las variables que explican el crecimiento económico, el 
Banco estimó que los países con “buenas instituciones” y “políticas con bajos grados de 
distorsión”, lograron tasas de crecimiento promedio del ingreso per capita de 3% anual. 
Es una tasa bastante significativa para un período de casi 30 años. 

2) En contraste, países que también tenían políticas con bajas distorsiones 
pero carecían de “buenas instituciones”, tuvieron una tasa de crecimiento de sólo 1,4% 
por año. 

3) Finalmente, los países que carecían de ambos atributos, sólo crecieron al 
0,4% por año, una tasa muy modesta y que posterga por muchos años un mejoramiento 
significativo en los niveles de vida.‘” 

Las instituciones son calificadas como de “buena calidad” cuando cumplen 
atributos como los siguientes: 

l Cumplimiento eficaz de los objetivos de las políticas que se implementan a 
través de ellas 

. Previsibilidad de sus efectos 
l Seguridad en las reglas del juego 
l Credibilidad 
* Bajos niveles de corrupción 
l Transparencia de las decisiones 

Estos atributos surgen de las opiniones de una muestra grande de empresarios de 
diversos países acerca de lo que consideraban como “instituciones de buena calidad”. 

‘N Banco Mundial, Informe del Desarrollo Mundial 1997, Panorama general, gráfico 5, op. cit. 
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LCuáles son las instituciones más relevantes y que ajuicio del sector privado son 
fundamentales para estimular un desarrollo dinámico? El Banco Mundial las agrupa en 
cinco categorías, a un nivel bastante general, que podrían especificarse mucho más en 
un análisis más detallado. Ellas son: 

1) El marco jurídico y los derechos de propiedad 
2) La institucionalidad macroeconómica 
3) La institucionalidad regulatoria 
4) La institucionalidad social 
5) La institucionalidad ambiental 

4. El marco jurídico y los derechos de propiedad 

En la sociedad moderna la existencia de un Estado de derecho y un marco 
j&dico eficaz y confiable es un requisito fundamental para el funcionamiento de la 
sociedad política y económica. Con la globalización y la informatización, cada vez más 
las transacciones implican contratos complejos, donde están involucrados cuantiosos 
valores. Pero la sociedad moderna también se caracteriza por el aumento de la 
criminalidad y el oportunismo. Los mismos medios tecnológicos y económicos están al 
servicio de quienes operan dentro de la legalidad como de aquellos que se ubican fuera 
de ella. Por lo tanto, para los agentes económicos es esencial que al momento de 
localizar sus inversiones o asumir compromisos económicos, exista una institucionalidad 
legal y jurídica que proteja sus intereses ante el fraude, el abuso, la corrupción o la 
violencia, incluidas las amenazas desde el propio Estado. 

Algunos problemas específicos han venido adquiriendo una creciente relevancia 
en tiempos recientes. Se trata de las normas que regulan y definen la propiedad, de 
las situaciones de falencia y quiebra económica, y de la necesidad de tribunales 
económicos especializados. 

La existencia de la propiedad privada es consustancial al sistema de mercado 
capitalista. Esta institución es la base de los sistemas de incentivos que estimulan el 
trabajo, el ahorro, la inversión y el crecimiento económico. Aunque en principio todas 
las economías de mercado la reconocen, el proceso de modernización y cambio genera 
la necesidad de innovaciones institucionales en la aplicación del derecho de propiedad. 
Se pueden mencionar dos ejemplos: en primer lugar, la mayor importancia que ha 
adquirido la propiedad intelectual, como producto del esfuerzo creativo de científicos y 
técnicos en todos los ámbitos de la vida humana. La informatización ha aumentado 
sustancialmente la capacidad de innovación en las profesiones y en los servicios más 
avanzados, elevando la productividad de éstos. Por lo tanto, ha sido necesario legislar, 
institucionalizar y regular la propiedad intelectual para proteger los derechos de quienes 
aportan creativamente a una mejor organización de la vida moderna. Un segundo 
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ejemplo es el opuesto al anterior. Se trata de la sobrevivencia de formas más primitivas 
de propiedad de la tierra, donde no existen derechos individuales sino más bien 
derechos ancestrales no institucionalizados. En América Latina existen numerosas 
comunidades de pueblos que comparten territorios comunes, ya sea por motivos étnicos 
o de simple tradición oral. Independientemente del valor cultural que se les reconozca a 
estas experiencias, un efecto tangible es que los miembros de esas agrupaciones van 
quedando marginados del acceso a instrumentos financieros, como el crédito 
hipotecario, por ejemplo, o simplemente de la posibilidad de transar sus propiedades a 
fin de movilizarse a otras regiones o actividades. Estas dificultades contribuyen a que a 
menudo las situaciones de pobreza se concentran en territorios donde la población está 
inserta en el cultivo de la tierra o en la agroindustria, pero no tiene posibilidades de 
acceder a los recursos financieros y tecnicos para mejorar su productividad por carecer 
de los títulos legales apropiados. Por lo tanto, van permaneciendo en una condición 
marginal y relegados a tierras desvalorizadas. El reconocimiento e institucionalización 
de los derechos de propiedad de esas poblaciones podría ser un paso importante para 
abrirles oportunidades de financiamiento y de emprendimiento de nuevas actividades. 

No debe ignorarse, sin embargo, que un proceso de esta naturaleza puede tener 
una lectura diferente, en cuanto la inserción de esos pueblos en una economía de 
mercado formal podría generarles una desarticulación social y cultural, acompañada de 
un empobrecimiento en la medida que con esa inserción fueran víctimas del 
oportunismo y del fraude. Las experiencias históricas son abundantes al respecto. 
Muchos asignatarios de tierras en procesos de reforma agraria han caído en la pobreza, a 
pesar incluso de sus títulos de propiedad, por la carencia de políticas de apoyo y de 
fomento que les hubiera permitido acceder a recursos técnicos. El empobrecimiento los 
impulsa a vender sus pequeñas propiedades a precios ínfimos, inducidos normalmente 
por compradores oportunistas que ven la posibilidad de hacer excelentes ganancias de 
capital, 

El tema de las leyes de quiebra ha cobrado actualidad con la alta volatilidad 
financiera y la recurrencia de las crisis económicas. De por sí, el tema es muy antiguo y 
en cuanto tal, no cabe sino reconocer que cumple la función de asegurar que los 
acreedores de una empresa sean resarcidos en sus derechos cuando ésta entra en falencia 
y cesación de pagos. La dimensión más novedosa surge de otro aspecto, no poco 
importante. Es frecuente que en periodos de crisis generalizadas, caigan en falencia 
empresas que normalmente eran eficientes y se gestionaban razonablemente bien. Ya sea 
por efectos de contagio o por cambios repentinos en los mercados financieros, tales 
empresas pueden caer en la insolvencia. La aplicación de las leyes de quiebra 
usualmente significa la desarticulación instantánea de una empresa que puede haber 
tardado varias generaciones en desarrollarse. Un criterio de política a considerar es que 
desde el punto de vista social, puede ser del todo inconveniente la pérdida de esa 
empresa, de sus recursos humanos y técnicos y de su experiencia y capital social. Se 
plantea la cuestión de cómo asegurar la continuidad de una empresa en tales condiciones 
y evitar su desarticulación, independientemente de que los propietarios asuman su 
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responsabilidad ante los acreedores. Una modernización de las leyes de quiebra puede 
abrir la posibilidad de considerar tales situaciones y tales intereses sociales, generando 
los instrumentos adecuados. 

Un tercer aspecto de la institucionalidad jurídica que adquiere más importancia 
reciente es el fortalecimiento de tribunales económicos especializados, que sean 
capaces de conocer y resolver litigios relacionados con la institucionalidad reguladora de 
la competencia. La alta complejidad que han alcanzado los servicios de utilidad pública, 
donde se requiere la presencia regulatoria del Estado, como se plantea más adelante, es 
motivo de un crecimiento acelerado de los conflictos ya sea entre empresas o con el 
Estado. El recurso de las partes a los tribunales ordinarios es muy ineficiente por la 
imposibilidad de que esos tribunales puedan resolver con la suticiente competencia 
tecnica. Los juicios se dilatan y las resoluciones no necesariamente toman debida cuenta 
de las implicancias económicas involucradas. Puesto que estos sectores de la actividad 
productiva están atrayendo grandes volúmenes de inversión (piénsese en las empresas 
eléctricas, de telecomunicaciones o sanitarias), la ausencia de una institucionalidad 
adecuada para resolver los conflictos puede ser motivo de pérdida de ventajas 
competitivas de un país. 

5. La institucionalidad macroeconómica 

Contar con una política macroeconómica coherente y bien diseñada es una 
condición necesaria para sostener un desarrollo dinámico, pero no es suficiente para que 
ella se sustente en el tiempo y se adecúe a los cambiantes contextos. Una buena política 
macroeconómica es el resultado de una institucionalidad que ampara una capacidad 
técnica de diseño, una credibilidad y una adecuada interlocución con otros actores 
sociales. 

Está fuera de discusión que un insumo básico es la capacidad técnica y de 
trabajo en equipo de los responsables de las políticas. En la última década en casi todos 
los países de América Latina se han constituido muy buenos equipos técnicos, con 
formación avanzada en las mejores universidades del mundo y que han contribuido a la 
implementación de políticas que han logrado restaurar los equilibrios globales y 
disminuir sustantivamente los niveles inflacionarios. Las hiperinflaciones de los años 80 
han quedado como pesadillas del pasado, aunque en este tema nunca se puede cantar una 
victoria definitiva. En casi todos los casos, estos equipos se han formado en los medios 
académicos, desde donde han pasado a asumir responsabilidades político-técnicas. La 
formación de escuelas ha contribuido a que las buenas políticas ya no dependan de 
algunos técnicos brillantes pero solitarios, sino de equipos humanos que ayudan a darle 
solidez a las decisiones, y contribuyen al recambio de personalidades. 
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Esta tradición de profesionalizar la formulación de políticas se acentuó con vigor 
en la época de las dictaduras militares. Famosos fueron los “Chicago Boys” que en Chile 
asumieron la responsabilidad principal de las políticas y de las reformas económicas en 
el régimen de Pinochet. Sin embargo, se planteó un problema no menor, especialmente a 
medida que los países bajo esos regímenes se democratizaron. Amparados por la fuerza 
militar, esos equipos pudieron prescindir del diálogo social y político con otros actores 
sociales, si bien no en la forma, por lo menos en cuanto al contenido sustantivo de las 
políticas. La tentación del tecnocratismo es, así, una tendencia a la que se ven expuestos 
los dirigentes gubernamentales cuando llegan a posiciones de poder. En la creencia de 
que los problemas son puramente técnicos, se aislan del resto de la sociedad y 
prescinden de las consideraciones valorativas sobre las prioridades políticas. En 
regímenes democráticos, el tecnocratismo no sólo pierde legitimidad, sino también se 
hace ineficaz, porque tarde o temprano las políticas deben enfrentar el escrutinio 
público. Se requiere un delicado balance entre los insumos técnicos de las políticas- 
léase información, antecedentes, metodologías de análisis, documentación técnica, 
revisiones a nivel de comités de expertos-, y la legitimidad política de las mismas, que 
supone conversación, diálogo, persuasión y consenso con los principales actores 
sociales. 

Un actor de la mayor relevancia con quien los equipos técnicos deben dialogar 
son las propias autoridades de gobierno. Normalmente de raigambre político-partidista, 
las autoridades gubernamentales tienen más conciencia de las necesidades y demandas 
sociales y de las plataformas electorales con las cuales han llegado al poder, que de la 
coherencia de diseño que deben asumir las políticas concretas. Una primera disposición 
favorable es la decisión del mando político de incorporar a las tareas de gobierno a los 
equipos técnicos más competentes. Sin embargo, a poco andar y cuando arrecian las 
dificultades debido a la aplicación de políticas que no son populares y que implican 
costos sociales, se plantean los verdaderos tests a las autoridades, respecto del grado de 
compromiso con las políticas propuestas por los técnicos. La solución no es fácil porque, 
como se planteaba más arriba, los responsables en último término son las autoridades y 
ellas son quienes deben decidir. Lo importante es que las decisiones políticas superiores 
se tomen con conocimiento de causa y de los efectos alternativos que se pueden derivar. 
En este sentido, es probable que las mejores opciones se tomen cuando los técnicos 
también hacen un esfuerzo por entender los condicionantes políticos, por un lado, y son 
capaces de comunicarse con sus superiores con claridad para discernir en equipos 
integrados y coherentes las verdaderas opciones político-técnicas. 

Los dos campos principales de la política macroeconómica son la política fiscal y 
la política monetaria.‘95 Se hará alusión a los requerimientos institucionales de estos dos 
tipos de políticas. 

“’ No se desconocen otros ámbitos, como la política cambiaria, comercial o financiera. 
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A. Institucionalidadpara la política fiscal 

Las posibilidades de formular buenas políticas fiscales dependen sustancialmente 
de la capacidad de generar y recaudar ingresos fiscales, adecuados al nivel de gastos; de 
un proceso presupuestario capaz de asignar los recursos públicos entre las diferentes 
agencias del Estado de acuerdo a los programas y a un proceso de negociación al interior 
del Estado, de donde se determinan las prioridades y los criterios de rentabilidad social a 
utilizar; de una adecuada calendarización durante el aíío fiscal, para prever los desajustes 
de caja en función de los flujos de ingresos y gastos; y de la capacidad política de las 
autoridades de gobierno para frenar las presiones permanentes que surgen desde diversos 
sectores, especialmente los mas afines al gobierno, para asignar recursos a gastos no 
programados o de dudosa rentabilidad social. 

Al respecto, es ilustrativa la experiencia australiana de los años 80, cuando se 
introdujo una reforma para la autodisciplina fiscal. Se obligó a los Ministros a 
cuantificar las proyecciones a mediano plazo de los costos que significarían las 
propuestas de políticas y a cotejar integradamente las implicancias de gasto fiscal con 
los ingresos esperados. Ante un resultado muy deficitario, los Ministros debieron 
proponer recortes en sus respectivos ministerios por aproximaciones sucesivas, incluso 
con negociaciones interministeriales para ponderar diferentes propuestas de recortes, 
hasta lograr un equilibrio fiscal proyectado. A partir de la proyección inicial, los 
Ministros quedaron obligados a cuantificar los costos de cualquier propuesta nueva que 
hicieran, como también a cuantificar los ahorros sugeridos por término de otros 
programas. Las proyecciones asi determinadas fueron dadas a conocer públicamente, 
para demostrar el espiritu de disciplina del Gabinete y los compromisos asumidos. En 
pocos años, Australia pudo eliminar un déficit fiscal de 4% del PIB y terminar con un 
superávit’g6. Esta experiencia demuestra la importancia de asumir visiones y 
compromisos de mediano plazo. De otra manera, las urgencias inmediatas y del corto 
plazo terminan dominando las decisiones. 

Una dificultad que adquiere mayor importancia en los procesos presupuestarios 
es el conflicto entre la lógica fiscalista, normalmente defendida por los Ministros de 
Finanzas, y la lógica sectorialista, defendida por los Ministros al frente de los sectores. 
Esta última lógica busca normalmente el fomento y el desarrollo de sus respectivos 
sectores. Esos Ministros reciben las presiones directamente del sector privado o de la 
población involucrada. Los agricultores demandan precios subsidiados o restricciones 
comerciales a las importaciones agrícolas, con el argumento de que ésta ha sido la 
práctica de los países industrializados respecto de la agricultura. Los Ministros de 
Industria suelen tener un mayor contacto con la pequeña y mediana empresa, 
normalmente con enormes dificultades de acceso a los recursos financieros y técnicos y 
sufriendo los efectos de las imperfecciones de los mercados. Los Ministros a cargo de 

‘N Ejemplo relatado por el Banco Mundial, Informe del Desarrollo Mundial 1997, recuadro 5.2, 
op. cit. 
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programas sociales enfrentan las situaciones de pobreza extrema y deben responder con 
iniciativas de gastos fiscales en viviendas, en salud, en educación o en subsidios de 
alimentación. 

Pero el Ministro de Finanzas es el que tiene que balancear el presupuesto y 
disciplinar a sus colegas, permanentemente acosados por necesidades apremiantes. Este 
papel ingrato le vale la animadversión, especialmente de los rangos intermedios de las 
jerarquías fiscales, que es donde realmente se manejan los programas y se reciben las 
demandas sociales. Es fácil motejar a los Ministros de Finanzas de verdaderos dictadores 
de la hacienda pública y muchas veces las presiones internas en el gobierno terminan 
haciendo caer a Ministros que pueden haber sido brillantes en su desempeño. 

Para cumplir su papel, el Ministro de Finanzas necesita una institucionalidad de 
la mas alta calidad y competencia. Dos instituciones claves son la Oficina del 
Presupuesto y la Oficina de Impuestos Internos. La Oficina del Presupuesto se hace 
cargo de la formulación del gasto público y su distribución por sectores y programas. 
Esta oficina tiene la responsabilidad técnica de hacer cuadrar los gastos y los ingresos 
fiscales. Aparte de una alta capacidad técnica y analítica para manejar la información y 
proyectarla en el tiempo, la Oficina del Presupuesto es la que debe relacionarse con el 
resto de los Ministerios y por lo tanto, entrar en negociaciones para ajustar los gastos 
sectoriales a las disponibilidades totales de ingresos. Esta relación intra-gubernamental 
es delicada, porque obliga a los técnicos del presupuesto a inmiscuirse en los programas 
sectoriales, cuando se entra a la etapa dura de las negociaciones, sin tener 
necesariamente las competencias para opinar. Estos conflictos pueden minimizarse en la 
medida que los Ministerios sectoriales asuman también los compromisos de disciplina 
fiscal y sean ellos mismos los que evalúan sus opciones. 

Un instrumento que puede facilitar las negociaciones presupuestarias es la 
evaluación de los programas públicos según sus resultados. Todo programa de política 
pública se propone ciertos objetivos y genera acciones que deben producir resultados 
acordes con los objetivos. Algunos de estos efectos pueden cuantificarse como podría 
ser un programa de fomento a las exportaciones o de aumento de la productividad de las 
pequeñas empresas. Pero también hay muchos programas con efectos difkiles de 
cuantificar, por tratarse de procesos cualitativos. Por ejemplo, un programa de fomento 
de la calidad en las pequeñas empresas o de protección de la fauna silvestre puede tener 
resultados difíciles de evaluar en forma cuantitativa, por lo que normalmente se evalúa 
en forma muy indirecta, por los recursos asignados, las empresas y los territorios 
beneficiados. En todo caso, no deben ahorrarse esfuerzos por difundir las técnicas de 
evaluación de programas por resultados, las cuales pueden contribuir fuertemente a 
objetivar las prioridades presupuestarias y a disminuir muchos conflictos innecesarios 
que se originan por motivos espúreos y, no pocas veces, por intereses creados o defensa 
de pequeñas parcelas de poder. 
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Las Oficinas de Impuestos Internos también desempeñan un papel estratégico 
para lograr una buena institucionalidad fiscal. A través de ellas se generan nada menos 
que la mayor parte de los ingresos públicos. Junto a la indisciplina en el gasto fiscal, la 
incapacidad de recaudar los ingresos tributarios es uno de los factores decisivos en la 
generación de los déficit fiscales. Este deterioro se produce especialmente en períodos 
de alta inflación, cuando la base impositiva va quedando rezagada en términos reales. 
Este es principalmente un problema de diseño de la política tributaria. En cambio, el 
mayor desafío a la institucionalidad del sistema tributario es la capacidad de recaudar los 
ingresos que realmente se deben recaudar, es decir, el combate a la evasión tributaria. En 
América Latina las tasas de evasión tributaria son muy altas y hay ocasiones en que el 
Fisco pierde la mitad de los ingresos que le correspondería por no pago y evasión. 

Existen las evasiones legales y las ilegales. Las primeras surgen por las 
exenciones que se otorgan por objetivos promocionales, como pueden ser el estímulo a 
la construcción de viviendas, los incentivos al ahorro, a la capitalización de las 

‘empresas, etc. Los contribuyentes pueden, legalmente, acogerse a estos incentivos 
tributarios modificando sus comportamientos de gasto. Sin embargo, a menudo estas 
exenciones se usan ilegítimamente, forzando el espíritu de la ley. El caso mas 
generalizado es el de contribuyentes que organizan sociedades que gozan de 
tratamientos tributarios distintos a los de las personas individuales, asimilando sus 
gastos personales como gastos de la sociedad. Los objetivos de selectividad de las leyes 
tributarias terminan tergiversadas utilizándose en forma abusiva. Estas formas de 
evasión legal pueden ser fiscalizadas por las Oficinas de Impuestos Internos y 
sancionadas cuando se detectan, pero ello supone instituciones eficientes, bien 
informadas y capaces de detectar oportunamente los abusos. Del mismo modo, el control 
de la evasión ilegal requiere también una gran capacidad técnica de los fiscalizadores, 
para identificar las fuentes de evasión y la magnitud que puede llegar a tener. 

B. La institucionalidadpara la política monetaria 

En anos recientes se ha consolidado en América Latina la tesis sobre la necesidad 
y conveniencia de que los Bancos Centrales, rectores de las políticas monetarias, sean 
autónomos del poder político. Esto significa que deben regirse por Consejos que, si bien 
designados por la autoridad política, una vez constituidos pasan a tener autonomía para 
sus decisiones y gozan de inamovilidad funcionaria, en tanto no incurran en abiertas 
violaciones a la ley. 

El argumento para esta tesis ha sido que la dependencia administrativa de la 
autoridad monetaria respecto de la autoridad política, se prestaba para los abusos de 
poder de esta última, imponiéndole a los Bancos Centrales decisiones en beneficio 
fiscal, que contradecían una correcta política monetaria. La obligación de los Bancos 
Centrales es asegurar la estabilidad monetaria y el adecuado desempeño del sistema de 
pagos nacionales e internacionales. Imponerle la obligación de financiar gastos fiscales, 
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como ocurrió con frecuencia en el pasado, entraítaba una distorsión de esos objetivos 
fundamentales. Ello contribuyó a una proliferación de los procesos inflacionarios, que 
llegaron a ser descontrolados en la región. 

Tras esa experiencia, se afirmó la opinión de reconocerle la autonomía a los 
Bancos Centrales y encomendarles la función básica de definir las metas inflacionarias y 
la fluidez del sistema monetario. Sin embargo, es claro que las metas de inflación y de 
balanza de pagos no pueden definirse en abstracto y sin coordinación con otras metas de 
la política macroeconómica. Entre estas otras, están el aseguramiento de un alto nivel de 
empleo, el crecimiento económico y el equilibrio fiscal. En situaciones de crisis 
económicas generalizadas, los conflictos entre esas metas macroeconómicas suelen ser 
más intensos. Cuando la economía tiende a estancarse, una disminución de la inflación 
puede ser incompatible con la disminución del desempleo. ¿Cuál de estos dos objetivos 
debe prevalecer? En opinión del Banco Central, cabe esperar que se valorice más el 
objetivo de control de la inflación, pero otra puede ser la opinión de las autoridades del 
Gobierno y, en último término, de la población. 

Se ha planteado, así, la disyuntiva de hasta dónde puede llegar la autonomía del 
Banco Central para definir objetivos que afectan al resto de la economía. Un enfoque 
que privilegia el carácter democrático de las decisiones, sostiene que el Gobierno de un 
país es el que mejor representa la voluntad popular y, por lo tanto, cuando hay conflictos 
entre distintos objetivos de políticas, debe prevalecer la opinión de aquél. Un enfoque 
alternativo, que privilegia la dimensión técnica del problema, sostendría que no puede 
ser materia de voluntad popular una decisión que es muy sensible a efectos que se deben 
analizar técnicamente. La opción no sería entre inflación y desempleo, sino entre 
desempleo hoy versus desempleo maiiana. Postergar decisiones de control de la 
inflación sólo acarrearía aumentos del desempleo en el futuro. Con todo, como la 
evaluación de estos efectos depende fuertemente de supuestos y parámetros difíciles de 
estimar, tampoco es tan claro que la opción sólo se pueda decidir en el plano técnico. ’ 

Pero aun en el caso que se aceptara la hipótesis de que la autonomía del Banco 
Central es relativa y sus autoridades deben rendir cuentas por su desempeño ante la 
autoridad política, Lcómo se ejerce ese control político? ¿Qué ocurre cuando hay un 
conflicto abierto? Muchos temen que con este enfoque, rápidamente se caiga en la 
politización del Banco Central y que sus autoridades atiendan, más que la opinión 
experta, a las consecuencias políticas que podrían tener unas u otras opciones. Ante este 
riesgo, quienes así opinan piensan que sería preferible asumir el riesgo alternativo, de 
que haya conflictos e incoherencias al interior de la política macroeconómica. 

Sobra decir que ambos tipos de riesgos pueden minimizarse en la medida que 
existan equipos técnicos y autoridades económicas muy bien articuladas entre sí, en el 
Banco Central y en el Ministerio de Finanzas. Ya se ha mencionado que parte de Ia 
ciencia de una buena política macroeconómica es la existencia de equipos técnicos que 
sepan trabajar en forma mancomunada y coherente. Esto define también las 
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características deseables de quienes deben asumir los cargos de máxima responsabilidad 
de las decisiones económicas. Ello supone la voluntad de compartir la información y los 
análisis técnicos que se realizan, como también la voluntad de comprender los contextos 
políticos y sociales a los cuales deben aplicarse las políticas económicas. Un país que 
desarrolla un aprendizaje al respecto, contribuye a generar una cultura y una tradición de 
trabajo eficiente que, con el tiempo, se convierte en un activo que puede sobreponerse a 
eventuales conflictos entre autoridades. 

6. La institucionalidad regulatoria 
Se entiende por función reguladora del Estado la determinación de las reglas del 

juego a las que deben someterse las empresas que operan en mercados que no son 
perfectamente competitivos o donde prevalecen fallas de mercado como las que se 
señalaba antes. En un modelo perfectamente competitivo, con agentes y consumidores 

‘ampliamente informados, con mercados transparentes y flexibles, los mercados son los 
mecanismos más eficientes para satisfacer las necesidades de los usuarios. Sin embargo, 
en la medida que haya imperfecciones o fallas de mercados, como información 
incompleta o asimétrica (por ejemplo, los proveedores tienen más y mejor información 
que los consumidores), o insuficiente numero de oferentes de modo que existen 
condiciones oligopólicas o monopólicas, o se afecta un bien público (por ejemplo, la 
confianza en el sistema bancario o la sanidad del medio ambiente), dejan de cumplirse 
las condiciones de máxima eficiencia de los mercados y se hace necesario ríjar reglas 
que garanticen la eficiencia competitiva, con trasparencia, libertad de elección e 
información suficiente. En último término, se trata de beneficiar a los consumidores 
finales y aumentar el bienestar general. 

&Quien debe fijar las reglas del juego en situaciones no competitivas? 
Normalmente es el Estado, que se supone ser el garante del bien común. Sin embargo, 
no siempre tiene que ser así. Es posible que comunidades con intereses específicos se 
organicen para superar ciertas imperfecciones del mercado. Es lo que ocurre con las 
asociaciones de consumidores, cada vez mas frecuentes, que tienen por objeto aumentar 
la transparencia de los mercados, difundir la información sobre la calidad y 
características de los productos y alertar a los consumidores a ejercer sus derechos 
cuando éstos son menoscabados. Otro ejemplo similar es el de ciudadanos que asumen 
la defensa del medio ambiente y se organizan para difundir la información sobre 
procesos contaminantes y predatorios de los recursos naturales o participar en la 
institucionalidad regulatoria para ejercer su derecho a opinión. 

En otras situaciones, el Estado puede tener un papel transitorio, cuando hay 
monopolios que impiden la entrada al mercado de otros posibles oferentes. Esto puede 
requerir ciertos cambios institucionales. Un ejemplo es el uso de los derechos de agua. 
Si por tradición, éstos están asignados a ciertos propietarios en forma indefinida e 
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irrestricta, los cuales no los usan, el Estado puede introducir una reforma a ese derecho 
de propiedad, estableciendo condiciones para retenerlos o para abrirlos a otros 
interesados. 

La función reguladora del Estado se orienta, así, a enfrentar las fallas e 
imperfecciones de los mercados, con el objetivo último de reproducir las condiciones de 
libre competencia. Hay quienes critican la noción de Estado regulador como una nueva 
forma de intervencionismo y una justificación para aumentar el tamaño del Estado. Pero 
la realidad es que en la práctica, como se ha dicho, los mercados distan de ser perfectos 
y carentes de fallas. Sin una regulación adecuada, los agentes más poderosos y capaces 
de controlar el mercado terminan imponiendo sus propias reglas a los agentes más 
débiles, generando inequidad e ineticiencias. Es necesario, por lo tanto, diferenciar la 
regulación para tener mercados más eficientes de la intervención estatal tradicional que 
sustituía al mercado y lo reemplazaba por estructuras burocráticas. 

Se hará referencias a tres situaciones en las cuales hay consenso que deben ser 
sometidas a regulaciones, por existir abiertas fallas de mercado: el caso de los llamados 
monopolios naturales, como son los servicios de utilidad pública; el sector bancario, 
donde está en juego el bien público que es la coníknza del público que utiliza sus 
servicios; y el medio ambiente y los recursos naturales, donde hay importantes 
externalidades y bienes públicos. Posteriormente, se consideraran algunos aspectos 
institucionales que son comunes a estas tres situaciones. 

A. Los servicios de utilidadpública 
Los principales servicios de utilidad pública son los de provisión y distribución 

de energía eléctrica, las telecomunicaciones y los servicios sanitarios, en particular, 
provisión de agua potable y alcantarillado. En estas tres situaciones, se trata de. 
actividades donde hay grandes economías de escala y costos hundidos, por tratarse de 
activos que no tienen uso alternativo. La principal característica es que las empresas 
disponen de mercados cautivos, porque operan en sistemas de redes interconectadas, 
donde los usuarios finales quedan comprometidos por contratos normalmente de largo 
plazo y no tienen la opción de elegir entre distintos oferentes. El problema básico, 
entonces, es que las empresas tienen un gran poder monopólico frente a los 
consumidores. De ahí la necesidad de que exista una regulación pública de las tarifas. 
Como las empresas disponen de un mercado cautivo, es decir, seguro, no tienen la 
incertidumbre respecto de la demanda, como sería el caso de un monopolio normal, el 
cual ve alterada la demanda por su producto dependiendo del precio. Por otro lado, por 
tratarse de servicios de utilidad pública, el Estado otorga la concesión para operar esos 
servicios a cambio de la obligación que contrae la empresa de ofrecer el servicio a todo 
evento, es decir, sin excusas de no poder cumplir. 
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Cuando estos servicios son provistos por empresas estatales, se da la 
coincidencia entre la función reguladora y la función proveedora. Esto no 
necesariamente tiene que ser así, ya que es posible y aun conveniente, una separación 
entre ambas funciones. Una Superintendencia de Electricidad tendría la función de 
regular el mercado, en tanto las empresas estarían a cargo de la provisión. En la práctica, 
sin embargo, a menudo la misma unidad productiva ejerce la función reguladora. Con la 
privatización de las empresas estatales que proveen estos servicios de utilidad pública, se 
desvinculan definitivamente las dos funciones. Idealmente, antes de privatizar debieran 
establecerse las regulaciones que van a regir el sector a futuro, ya que dependiendo de 
esas reglas y de los mecanismos de fijación tarifaria, variaran las rentabilidades de las 
empresas y por lo tanto, el valor al cual el Estado las podrá vender. Además, desde un 
punto de vista de la economía política, una vez que se privatizan las empresas, se 
constituyen en una fuente de poder económico que presionara al Estado, si éste tija las 
regulaciones a posteriori. En el caso de Chile, la privatización de las empresas eléctricas 
y de telecomunicaciones se hizo antes de actualizar las normas regulatorias, por lo cual 
estos mercados han sido fuente de numerosos conflictos y no le ha sido fácil a los 
Gobiernos de los anos 90 actualizar la regulación.1g7 

Los problemas regulatorios sólo comienzan con la determinación de las tarifas. 
Hay diversos métodos y diseños tarifarios, los cuales no son objeto de este texto. Las 
empresas disponen de muchos grados de libertad para enfrentar sus obligaciones y 
asegurar sus objetivos de rentabilidad, como la calidad de los servicios, su oportunidad, 
la continuidad de los flujos y, muy importante, las inversiones necesarias para enfrentar 
las demandas futuras. Si las empresas reguladas quisieran aumentar sus rentabilidades 
por encima de los niveles establecidos en las regulaciones, ellas podrIan recurrir a 
subterfugios como disminuir la calidad u oportunidad de los flujos, o reasignar sus 
recursos de inversión a otras actividades cuando ya no les interesara el negocio, a pesar 
de los compromisos contraidos en los contratos de concesiones. Por esto es que las 
regulaciones deben contemplar simultáneamente todas estas variables al momento de 
fijar los contratos, y ello las hace complejas y detalladas. 

Si las empresas no cumplen los compromisos a los que se obligan, quedan 
expuestas a las sanciones especificadas en los contratos. Pero esas sanciones deben ser 
proporcionales a los daños que provoca el incumplimiento en las prestaciones de 
servicios. Sanciones muy pequeñas son ineficaces, porque a las empresas les puede 
convenir más el incumplimiento con pago de sanción, que asignar los recursos 
necesarios para cumplir cabalmente los compromisos. Cuando Chile sufrió la sequía de 
1999, una de las peores del siglo, los embalses se quedaron sin agua y las empresas 
hidroeléctricas no cumplieron con el suministro de energía. Se impuso el racionamiento 
y finalmente, los cortes de luz. Las empresas podlían haber disminuido el racionamiento 

“’ Ver Eugenio Rivera, “Competencia y regulación de los servicios públicos en Chile: una 
perspectiva institucional”, en Oscar Mufloz, ed., EI Esfudo y el Sector Privado. Construyendo una Nueva 
Economiu en los años 90, Dolmen Editores-FLACSO-Chile, Santiago, 2000. 
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si hubieran implementado suministros alternativos a través de la compra a generadores 
independientes de base térmica, pero estas fuentes eran mucho mas caras. Las empresas 
evaluaron que el pago de sanciones era más económico que la perdida por comprar 
energía térmica. A raíz de esta situación, el Gobierno chileno impulsó una reforma a la 
ley eléctrica para aumentar drásticamente las sanciones, con gran oposición de las 
empresas. La reforma fue aprobada en el Congreso pero no se pudo aplicar en forma 
retroactiva. 

En general, el sector privado es muy reticente y critico de los sistemas 
regulatorios en los servicios de utilidad pública. Favorece que la regulación sea mínima 
y simple. Argumenta que un sistema muy estricto y muy detallado desestimula la 
inversión, porque mientras más frondosa es la regulación mas se limita la flexibilidad 
empresarial. Sostiene también que la regulación tiene costos, que son los 
administrativos, derivados del gasto público para sostener la institucionalidad 
regulatoria, y los indirectos, que afectan la eficiencia de los mercados y en último 
término, a los consumidores. Por lo tanto, no es obvio que una regulación demasiado 
detallada beneficie más a los consumidores. 

Donde se ha logrado consenso en teoría, al menos, es que la mejor regulación es 
aquella que proviene del aumento de la competencia en los mercados. Con los cambios 
tecnológicos, ello está pasando a ser posible en algunos mercados que antes no admitían 
la competencia. Tal es el caso, por ejemplo, de la generación de energía, donde ahora es 
posible producir energía térmica a menores costos que los tradicionales, estimulándose 
la entrada al mercado de nuevos competidores. También es el caso de las 
telecomunicaciones en el segmento de larga distancia, donde la introducción del 
“multiportador de distado directo” le permite a los usuarios finales del servicio 
telefónico elegir qué servidor de larga distancia decide utilizar. En Chile, esta tecnología 
fue introducida a mediados de los anos 90, con rebajas espectaculares de las tarifas de 
larga distancia, que beneficiaron directamente a los consumidores. Estas tecnologías que 
introducen competencia permiten también prescindir de una regulación estatal en lo que 
se refiere a las tarifas, aunque no así en otros aspectos importantes. 

Se trata de que todos estos sistemas de utilidad pública deben actuar en redes de 
distribución y, por lo tanto, suponen mecanismos de enlaces e interconexiones. Si en 
estas interconexiones interviene alguna empresa monopolica en su segmento, se plantea 
un problema de posible abuso de poder. Por ejemplo, volviendo al caso de las 
telecomunicaciones, si en el segmento de larga distancia hay competencia pero en el 
segmento de telefonía local hay monopolio, los usuarios finales deben pasar primero por 
el monopolio antes de escoger el portador de larga distancia. Si además se diera el caso 
de que el monopolista entrara a competir también en larga distancia, podría ejercer 
intervenciones distorsionadoras, como ruidos, enlaces defectuosos, etc., que perjudicaran 
a sus competidores. Este sería un caso típico de competencia desleal. Este riesgo 
requiere el establecimiento de normas de calidad y desempeño en las transacciones inter- 
empresas que operan en mercados distintos. 
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La estrecha interrelación que se produce entre las empresas que comparten 
mercados interconectados, así como la existencia de un sistema regulatorio de por sí 
complejo, abre un enorme campo a los conflictos público-privados y a los litigios. Por 
esto, un componente importante de un sistema regulatorio eficaz es la existencia de 
tribunales económicos, que 

192 
uedan conocer y fallar las causas que entablan los agentes 

involucrados en conflictos. Los tribunales económicos se diferencian de los tribunales 
ordinarios en que están especialmente dotados para pronunciarse sobre materias propias 
de la regulación y de las obligaciones y derechos que adquieren las partes, sean las 
empresas, el Estado o los consumidores. Para ello deben contar con profesionales y 
expertos en la gestión de los servicios de utilidad pública, ademas de los profesionales 
del derecho. 

B. La regulación bancaria 

Después de la crisis financiera que sufrió América Latina en los años 80, la 
modernización de la regulación bancaria alcanzó una alta prioridad en la agenda de las 
reformas. El Banco Mundial ha estimado que los costos económicos de las crisis 
bancarias son cuantiosos. Por ejemplo, para Argentina se estima que alcanzó a más del 
50% del PIB entre 1980 y 1982. Para Chile habría sido superior al 40% entre 1981 y 
1983. En Uruguay, habría superado el 30% en esos años. La crisis bancaria de México 
en 1995 le costó un 15% del PIB’99. Estos costos son los recursos que el Estado tuvo que 
asignar para rescatar la banca de la quiebra total y resarcir a los acreedores perjudicados 
por la falta de pago. Esos volúmenes de recursos equivalen en cada país a varios años de 
todos los gastos para fines sociales y disminución de la pobreza. Se puede comprender 
que una adecuada institucionalidad bancaria no es nada trivial y por ello se han hecho 
esfuerzos constantes en la última década para perfeccionar la regulación bancaria. 

El principal bien público que está en juego es la confianza de los depositantes y 
ahorrantes y, más en general, la solidez del sistema de pagos en una economía. El 
sistema o la cadena de pagos es lo que permite la realización de los millones de 
transacciones diarias en todos los países, los cuales no se podrían efectuar si no existiera 
un sistema confiable de pagos a través de documentos que representan el dinero. Todas 
esas transacciones pasan por los bancos los cuales, por su carácter de intermediarios y 
depositarios de los valores, reciben también la confianza del público. Cuando se pierde 
la confianza en el sistema bancario, es inevitable que se produzcan las “corridas 
bancarias”, es decir, el retiro masivo de los depósitos por parte de los ahorrantes. Los 
bancos pierden la liquidez y no pueden seguir operando, trabando toda la maquinaria 
financiera. Si el proceso no se detiene a tiempo, los bancos pueden llegar a la quiebra, 
porque normalmente su capital es muy inferior al volumen de recursos que transan. 

19’ La ausencia de tribunales econ6micos obliga a las partes que se sienten perjudicadas a recurrir 
a los tribunales ordinarios, los que carecen de la competencia técnica necesaria y pueden dilatar los fallos 
provocando ineficiencias econ6micas. 

‘99 Banco Mundial, Informe sobre el Desarrollo Mundial 1997, op. cit. 
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Según Milton Friedman, la Gran Depresión de los años 30 tuvo mucho que ver 
con el pánico que se produjo después del crush de la bolsa de Nueva York y la falta de 
reacción del sistema de la reserva federal, el cual no intervino para proveer liquidez. Una 
función básica de los Bancos Centrales es ser el “prestamista de último recurso” cuando 
se producen situaciones extremas de iliquidez. En 1987 también se produjo un gran 
crash en la bolsa de Nueva York, pero no tuvo las consecuencias de los años 30 porque 
la Reserva Federal actuó de inmediato, proveyendo la liquidez necesaria. 

La crisis financiera de los tios 80 en América Latina fue tan grave porque 
involucró profundamente a los bancos, generando no sólo iliquidez sino insolvencia 
derivada de los malos y arriesgados negocios que habían emprendido. Esto llevó a 
quiebras masivas de bancos que obligó a su intervención por los gobiernos. En cambio, 
la crisis internacional de fines de los a?ios 90 no llegó a tener esas dimensiones, entre 
otras cosas, porque los sistemas bancarios son mucho más sólidos. A esto han 
contribuido las nuevas regulaciones que se han estado aplicando. 

Un objetivo principal de la regulación bancaria es inducir “conductas prudentes” 
de los bancos. ¿Qué significa “prudente”? En lo esencial, se trata que los bancos no 
asuman riesgos excesivos. Cuando un banco emprende negocios muy riesgosos, se crea 
un incentivo perverso a profundizar mas aun su nivel de riesgo. En efecto, cuando 
aumenta el grado de riesgo, toda empresa necesita tener un mayor volumen de reservas 
con las cuales respaldar un eventual fracaso. Para obtener esas reservas adicionales, el 
banco necesita recibir m&s depósitos, para lo cual aumenta las tasas de interés que esta 
dispuesto a pagar a los ahorrantes. Pero con esto, se compromete más también ante el 
público, tanto porque aumentan sus pasivos (los depósitos recibidos) como los pagos de 
intereses. Es decir, queda más expuesto. El problema puede ser más complicado aun, 
porque si el banco sufre malos negocios, tratará por todos los medios de ocultar esta 
información y, por el contrario, estimulará nuevos depósitos con tasas de interés aun más 
altas. Este comportamiento perverso es lo que se denomina el problema de la selecció’n 
adversa: ocultamiento de información para tener acceso a un mercado de confianza. 
Cuando ya la información termina difundiéndose, se desatará una estampida entre los 
depositantes por cobrar sus ahorros e intereses, creando una situación de pánico 
financiero. 

Las regulaciones bancarias actuales se basan en sistemas de información 
periódicos que los bancos están obligados a entregar a las autoridades regulatorias y al 
público en general. Esta información debe mostrar cual es la situación de riesgo que 
tiene la estructura financiera de los bancos. Los principales riesgos pueden originarse en 
la desigual estructura de plazos de los activos y pasivos de los bancos (normalmente los 
activos son a plazos más largos que los pasivos o depósitos), en los desalineamientos de 
las tasas de interés que obligue a los bancos a ofrecer aumentos para captar más 
depósitos, o en los riesgos de morosidad de los deudores. Entre las exigencias que se les 
impone a los bancos están, en primer lugar, mantener una relación de proporcionalidad 
entre el capital o patrimonio neto del banco y el volumen de depósitos. Según el 
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Acuerdo de Basilea, esa relación debiera ser como mínimo, un 8%. El Banco Mundial 
recomienda que los países en desarrollo la fijen en un mínimo de 20%. En segundo 
lugar, se exige que los bancos clasifiquen sus activos financieros, en particular, sus 
carteras de créditos, según la vulnerabilidad financiera de los deudores. Se establecen 
algunas categorías de riesgo y se clasifica a los deudores en ellas. De aquí resulta un 
promedio ponderado que permite evaluar la calidad de la cartera de créditos del banco, 
la que a su vez sirve para clasificar al propio banco. Esta información debe ser de 
público conocimiento para que los depositantes e inversionistas conozcan la calidad de 
los bancos con que operan. 

Un efecto derivado de este sistema, es que los depositantes asuman también sus 
propios riesgos y no sea éste traspasado totalmente al Estado cuando surgen los 
problemas. Aquí hay un problema de riesgo moral, consistente en la creencia de los 
depositantes y también de los bancos, de que ante una crisis general de iliquidez o de 
quiebra de bancos, el Estado va a garantizar esos depósitos y, por lo tanto, actúan con 
menor rigurosidad en la evaluación de los riesgos. Los Estados ofrecen un seguro de 
garantía por los depósitos, pero éstos son limitados a los pequeños depositantes, por lo 
cual se supone que los grandes depositantes deben evaluar sus propios riesgos y asumir 
las eventuales pérdidas. En la práctica, no siempre ha ocurrido así ya que la presión 
sobre las autoridades públicas es muy fuerte para salir al rescate del sistema y evitar 
pérdidas privadas muy cuantiosas. Hay quienes argumentan que si se dejara quebrar a 
los bancos en crisis y no se respaldaran las pérdidas, se estimularía a futuro un 
comportamiento mucho más prudente. Para las autoridades públicas, es un problema 
muy difícil porque deben elegir el menor de dos males: o permitir una quiebra masiva 
con crisis económica, alto desempleo y paralización, por un lado; o salir al rescate del 
sistema financiero, para evitar esos efectos extremos, pero socializando un costo privado 
e incentivando el riesgo moral. 

Otro tipo de informaciones que se exige a los bancos es sobre los préstamos 
relacionados o privilegiados, que pueden ser motivo de distorsiones. Siempre existe la 
tentación de que un banco le preste a sus propios accionistas mayoritarios, con muy 
pocas exigencias, por la influencia interna que éstos pueden ejercer. En los años 80 
muchos bancos quebraron básicamente porque primero quebraron las empresas con 
vínculos de propiedad. Esos bancos habían hecho préstamos excesivos a sus propias 
empresas, con muy poca transparencia y en condiciones muy blandas, lo que las 
estimuló a emprender negocios de alto riesgo. Eran los llamados grupos económicos, 
que reunían la propiedad de empresas y bancos relacionados a través de los accionistas 
mayoritarios. La quiebra de las principales empresas arrastró a todo el grupo, a los 
bancos y a los acreedores. Las nuevas regulaciones imponen límites máximos a los 
préstamos relacionados y una transparencia de la información. 

Otros tipos de regulaciones que se suelen incluir son límites máximos a las tasas 
de interés que los bancos pueden pagar por depósitos, a fin de no crear el incentivo a que 
se financien asumiendo riesgos excesivos; fuertes restricciones a la entrada al negocio 
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bancario, a fin de estimular la creación de una “buena imagen” de los bancos 
consolidados, lo que ~610 se logra con el tiempo y la experiencia en el negocio; altas 
sanciones a los accionistas mayoritarios o directores cuando se producen quiebras o 
graves incumplimientos de las normas regulatorias. En todo caso, la regulación 
financiera es un proceso dinámico, que debe reevaluarse y actualizarse periódicamente. 
Los sistemas financieros están experimentando procesos de cambios muy intensos en los 
últimos anos. El aumento de la competencia provocado por los cambios informáticos, 
está permitiendo que muchas otras instituciones entren en la intermediación financiera. 
Por ejemplo, las tiendas comerciales están entrando al negocio. Por su parte, los bancos 
entran también a otros negocios no tradicionales, como intermediación en la cobranza de 
servicios, corretaje de acciones, seguros de vida, etc. Esta transformación y la alta 
competencia obliga a los bancos a reorganizarse para disminuir sus costos, fusionarse, 
comprar otros bancos que presentan algunas ventajas competitivas, crear o cerrar filiales. 
Un efecto de estas transformaciones es que se está produciendo un aumento de la 
concentración bancaria y una internacionalización de la actividad financiera.200 

C. La sustentabilidad ambiental 

El tema de la sustentabilidad ambiental ha entrado con fuerza en las agendas 
públicas y en las estrategias de desarrollo. Se ha creado una conciencia universal de que 
el estilo de desarrollo económico que ha prevalecido hasta ahora no se sustenta en el 
tiempo, porque es predatorio del medio ambiente y de los recursos naturales. Hay 
además evidencia empírica que muestra algunos efectos, como el calentamiento 
persistente de la tierra: en los últimos 80 anos la temperatura promedio de la superficie 
de la tierra aumentó en medio grado centígrado, aumento que se concentra 
especialmente a partir de 1 9802”. 

Esta conciencia no basta para incentivar comportamientos amigables con el 
ambiente. Todos los seres humanos contaminamos y más aun lo hacen las empresas y las 
organizaciones. La contaminación es un subproducto inevitable de la actividad humana 
y, por lo tanto, si se quiere llevar al extremo las cosas, para no contaminar habría que 
suspender casi toda actividad humana. El conflicto fundamental es, entonces, entre 
descontaminación y desarrollo económico. Entre las distintas filosofias ambientalistas 
que se han planteado, hay quienes postulan precisamente la detención del desarrollo 
económico. Pero en este caso los principales perjudicados serían los grupos más pobres 
y los desempleados, porque sus posibilidades de mejoramiento dependen de su acceso a 
los empleos y a los ingresos. Sin embargo, no debe menospreciarse una reflexión amplia 

*Oo Ver Carlos Budnevich, “El sistema financiero chileno y su institucionalidad regulatoria: las 
políticas bancarias”, en Oscar MuÍloz, ed. EI mercadoy el Estado regulador, op. cit. 

*” The Economist, octubre 30 ,1999, p.22 
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sobre el estilo de desarrollo que impera en nuestro tiempo y que, a juicio de muchos, 
tiene enormes repercusiones no sólo ambientales sino éticas y morales.z02 

Con todo, es inevitable evitar posiciones extremas, del todo o nada, porque ese 
camino en realidad no concita soluciones posibles. En términos más prácticos, el 
problema es cómo minimizar los efectos contaminantes y predatorios del desarrollo 
económico, de modo de alcanzar estados en los cuales esos efectos no pongan en riesgo 
ni la vida humana presente y futura, ni la reproducción de los bienes de la naturaleza. 
Esto es lo que se podría considerar un desarrollo amigable con el ambiente o sustentable. 
El problema que debe abordar una estrategia es cómo pasar del estado presente, 
altamente contaminante y predatorio, a un estado que esos efectos quedan bajo control 
en los términos recién indicados. 

La primera dificultad con que tropieza tal enfoque es que todavía se sabe poco 
sobre los efectos de la contaminación. Se ha avanzado mucho respecto de algunos años 
atrás, pero todavía hay gran ignorancia respecto de efectos intergeneracionales. El ciclo 
de la vida natural es enormemente complejo y las interrelaciones entre las especies, la 
flora y la fauna son apenas conocidas. Por lo tanto, hay que actuar dentro de las 
posibilidades que da el conocimiento actual. Una primera tarea es identificar las 
principales fuentes contaminantes del ambiente, sea el aire, el agua, los suelos, las 
especies biológicas y vegetales. Una segunda tarea es establecer los estándares y normas 
que definen los niveles de contaminación tolerables para la vida humana y para la 
reproducción de las especies. Esto permite identificar los problemas más graves, cuando 
se detecta que ciertos contaminantes afectan gravemente la salud humana o que ciertas 
acciones predatorias, como la tala de bosques por ejemplo, afecta gravemente la 
reproducción de las especies. Pero, Lcómo identificar las fuentes que originan un 
determinado contaminante? Normalmente son muchas y variadas las fuentes 
contaminadoras. Piénsese en la contaminación del aire de las ciudades. Uno de los 
principales contaminantes es el dióxido de carbono, pero son muchas las fuentes que lo 
originan. Por lo tanto, hay que entrar a ponderar y a localizar las fuentes más relevantes. 
Hasta aqui las tareas son esencialmente científicas y su realización depende de la 
capacidad científica y de investigación. 

El problema para una política comienza cuando se plantea la pregunta de qué 
hacer y por donde empezar a aplicar una política ambiental, que va a implicar establecer 
normas y estándares de los niveles aceptables de contaminación, a partir de la 
información científica, y desarrollar un sistema de incentivos y disuasivos entre los 
agentes contaminantes. Los dos métodos principales son los controles directos, es decir, 
las prohibiciones, restricciones parciales o autorizaciones, por un lado, y el 
establecimiento de derechos ambientales, que puedan transarse en el mercado. Ambos 
métodos suponen una capacidad institucional bastante desarrollada. 

‘02 Es interesante al respecto, la reflexión que hace el Presidente de la República Checa, Vaclav 
Havel. Ver “Cómo Recompensar a Occidente”, diario EI Mercurio, 14 de noviembre de 1999. 
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La primera, los controles directos, son difíciles de llevar a cabo por la 
multiplicidad y variedad de actividades que habrIa que controlar. Probablemente, ni un 
Estado policial estaría en condiciones de hacerlo en forma exhaustiva. Sin embargo, los 
países intentan aproximaciones parciales a través de las restricciones que imponen a los 
principales generadores de algunos de los contaminantes identificados. El ejemplo típico 
es la restricción a la circulación de vehículos en las grandes ciudades, o la paralización 
temporal que se les impone a algunas empresas cuando se detecta que los niveles 
contaminantes alcanzan zonas de riesgo. Otro instrumento es el establecimiento de 
impuestos a las actividades más contaminantes, pero es relativamente engorroso de 
aplicar y de controlar. Para estimular estas políticas de control y restricción, los países 
industriales acordaron en el Tratado de Kyoto en 1997 un conjunto de metas respecto de 
las disminuciones de emisión de gases que se deberían alcanzar en plazos determinados. 
En ese tratado la responsabilidad principal recayó en los países industriales, que son los 
principales responsables de la contaminación mundial. Pero existen argumentos y 
presiones para que los países en desarrollo se incorporen también a los compromisos y 
aporten su cuota en un esfuerzo que debe ser común. Si se piensa que China e India son 
dos países en desarrollo que representan una alta proporción de la superficie del planeta, 
su participación no es irrelevante. 

En Chile se ha implementado un sistema de regulación que busca actuar a través 
de las nuevas actividades que se inician, o los proyectos de inversión que se emprenden. 
Se exige un informe sobre el impacto ambiental que tendrá la actividad en cuestión, 
tanto durante el período de inversión como durante la operación productiva para su 
autorización.203 La ley sobre el medio ambiente en este país exige que toda nueva 
inversión tenga que presentar tal informe a una Comisión Regional del Medio Ambiente, 
que es la autoridad instituida para tales efectos. Pero estos informes no están exentos de 
dificultades. La principal es que la institucionalidad que los ampara es controvertida y ha 
sido cuestionada en numerosas ocasiones por los grupos ecologistas, en base a que en 
ella intervienen autoridades políticas no necesariamente competentes para evaluar esos 
informes, o incluso, que pueden estar influidos por intereses sectoriales propios de su 
gestión. 

Los métodos basados en incentivos para una acción voluntaria de protección 
ambiental pueden ser de varios tipos. Uno de ellos se basa en la persuasión al sector 
privado de que el control de los efectos ambientales es una necesidad que se hará sentir 
con intensidad creciente, sobre todo para aquellas empresas que deseen exportar hacia 
países más avanzados industrialmente. En esos países las normas ambientales suelen ser 
mucho más exigentes que en los países en desarrollo y se están aplicando también a los 
productos importados desde estos últimos. Empresas con tecnologías no amigables con 
el ambiente pueden verse excluidas de los mercados de los países europeos o 
norteamericanos. Otro incentivo de carácter persuasivo es el establecimiento de 

*03 Vivianne Blanlot, “La politica de regulaci6n del medio ambiente. Desafíos institucionales”, en 
Oscar Muííoz, ed. (ZOOO), op. cit. 
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convenios de cooperación público-privada para la producción no contaminante. 
Aparte del beneficio que puede significarles a las empresas en su imagen de relaciones 
públicas, otros beneficios pueden ser el aporte público en información sobre políticas de 
fomento productivo, innovación tecnológica, políticas ambientales, etc. 

Otros métodos se basan en la creación de incentivos de mercados. El 
instrumento consiste en la creación de créditos o derechos ambientales. Se trata de un 
crédito formal que se le da a un empresa en proporción a su aporte a la disminución de la 
emisión de contaminantes. Ello supone un esfuerzo de cambio tecnológico que llevaría a 
producir en forma más limpia. Esa empresa puede vender esos créditos, con lo cual 
recupera su inversión o incluso gana una utilidad, a otras empresas que tienen 
dificultades para descontaminar o les resulta excesivamente caro. De este modo, se crea 
un mercado de créditos o derechos ambientales. La revista The Economist da cuenta de 
una transacción entre una empresa canadiense de electricidad, la Ontario Power 
Generation que le compró derechos equivalentes a 2,5 millones de toneladas de dióxido 
decarbono a una empresa americana, la Zahren Alternative Power. Esta última ganó sus 
derechos ambientales al introducir una tecnología que le permitió captar metano y 
reciclarlo para producir electricidad204. Ejemplos como éste están proliferando en los 
países industriales. Muchas empresas que hasta ahora no habían asumido compromisos 
ambientales, están comenzando a interesarse en ese objetivo con el incentivo de poder 
entrar a un negocio que puede ser interesante. Se estima que el negocio puede tener un 
crecimiento exponencial en los próximos años con volúmenes que podrían llegar a ser de 
miles de millones de dólares. El negocio también está atrayendo a los intermediarios, 
como bancos, corredores, compañías de seguros, consultores y aun, los científicos. Estos 
últimos pueden ganar mucho, ya que se trata de una actividad intensiva en conocimiento 
científico. Las organizaciones ambientalistas también están participando en este 
mercado, ya que muchas empresas solicitan sus recomendaciones para sus decisiones al 
respecto. 

Sin embargo, el desarrollo de los mecanismos de mercado no es sustituto a los 
marcos regulatorios generales y los acuerdos internacionales. Los países europeos y 
muchos países en desarrollo son renuentes a confiar excesivamente en el mercado. Si no 
se ponen límites regionales a las transacciones de derechos, sería posible que una 
empresa instalada en América del Sur compre derechos a una empresa en Canadá para 
poder contaminar en esta región. Desde el punto de vista ambiental Canadá se 
beneficiaría pero América del Sur se perjudicaría. Aun más, es concebible que esas 
transacciones se puedan hacer entre divisiones de una misma empresa. Así, en el 
ejemplo anterior, si la empresa canadiense tiene operaciones en América del Sur, podría 
estimular la descontaminación en su empresa matriz para poder mantener la 
contaminación de sus filiales en el exterior. Otro temor que surge respecto del uso del 
mercado, es que se confíe excesivamente en este método descentralizado en detrimento 
de las políticas nacionales y de la voluntad de cumplir los compromisos de los 

‘04 The Economist, octubre 30, 1999, p. 73 
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gobiernos. Por esto, existe una corriente de opinión que acepta el mercado de derechos 
ambientales pero sometidos a límites y regulaciones que garanticen el cumplimiento de 
los compromisos y la equidad en la distribución de los efectos sobre el medio ambiente. 

Desde el punto de vista de la organización institucional de las políticas 
ambientales, dos enfoques predominantes son: un modelo de autoridad jerárquica 
superior, a nivel de Gobierno; y un modelo de coordinación intersectorial. El primer 
modelo corresponde a lo que sería un Ministerio del Medio Ambiente. Un Ministro con 
autoridad superior podría estar en condiciones de fijar las políticas ambientales y 
establecer las autoridades intermedias a cargo de las regulaciones y fiscalizaciones. El 
segundo modelo se basa en el establecimiento de una autoridad coordinadora o 
colegiada, que incorpora a las autoridades ministeriales. Este modelo se basa en la idea 
de que, puesto que el medio ambiente se ve afectado por todos los sectores productivos, 
sería más eficaz que sean los propios Ministros sectoriales quienes asuman la 
responsabilidad de coordinar los esfuerzos ambientales y la evaluación de los impactos 
de sus respectivos sectores. La deficiencia de este modelo es que en la practica, es dificil 
coordinar distintos Ministerios y sobre todo, cuando hay conflictos de intereses, 
subordinar los objetivos sectoriales a los objetivos ambientales.205 Sin embargo, el 
modelo Ministerial tampoco está exento de este tipo de conflictos, aunque en este caso, 
puede presumirse que para un Ministro sectorial es más difícil oponer sus intereses a los 
de otra autoridad del mismo rango. Por cierto, en definitiva el sesgo que se produzca en 
las decisiones va a depender fuertemente de las orientaciones que imparta la máxima 
autoridad gubernamental o el Jefe de Gobierno. 

D. La institucionaíidad regulatoria en general 

Más alla de los problemas y de las características específicas que asume la 
regulación en las distintas areas, hay algunos temas de interés común a todas ellas. Se 
trata de criterios más generales, orientadores de las políticas y de la institucionalidad, 
que están siendo debatidos. Este debate surge frente a las opciones y tendencias 
regulatorias ante las cuales la pregunta general es cómo llegar a decisiones equilibradas, 
que consideren las ventajas y desventajas de distintos mecanismos. Se hará referencias a 
seis temas. 

Una primera cuestión se relaciona con la opción general de confiar más en 
mecanismos de mercado o en instrumentos regulatorios centralizados. Ambos tienen 
costos y beneficios. Una sobrerregulación centralizada, aparte de sus costos directos de 
administración, puede inducir decisiones ineficientes de las empresas como, por 
ejemplo, subinversión que termine perjudicando a los usuarios. Un uso excesivo del 
mercado puede provocar abusos e inequidades. Un criterio general es que estas opciones 
deben evaluarse cuidadosamente cuando se trate de definir una institucionalidad y no 
descartar, desde luego, la complementariedad que puede darse entre ambos enfoques. 

*Os Vivianne Blanlot, op.cit. 



OSCAR MUÑOZ GOMA 251 

Una segunda cuestión, que incide en lo anterior, es que los costos y beneficios de 
una u otra institucionalidad deben evaluarse, no en términos teóricos, sino en función de 
las capacidades y fortalezas institucionales existentes. Mercados más competitivos y 
abiertos permiten suponer que los beneficios del uso de métodos descentralizados son 
más reales. Del mismo modo, la capacidad de regular centralmente depende fuertemente 
de la calidad de las instituciones reguladoras. Esta calidad depende de los recursos, 
financieros y técnicos, de la credibilidad en las autoridades, de la tradición de eficacia 
que tenga, etc. Cuando la calidad y fortaleza institucional es débil, hay una presunción 
de que la centralización podría imponer altos costos al sistema. En este caso es preferible 
una regulación más simple, con pocas reglas y muy claras. 

En tercer lugar, un requisito fundamental de toda buena regulación es la 
profesionalización de su operación y el otorgamiento de la autonomía institucional 
necesaria. Al respecto hay dos riesgos principales que deben ser enfrentados: el riesgo 
de la captura de los reguladores por los regulados, es decir, por las empresas, cuyo 

’ poder económico normalmente es grande y les permite atraer a los mejores talentos 
profesionales del sector público. Este incentivo potencial puede ser corruptor de las 
decisiones de funcionarios que pueden tener aspiraciones de pasar al sector privado. Por 
cierto, un riesgo no despreciable y de mayor gravedad es la corrupción abierta, que 
implica el soborno de funcionarios públicos para influir en sus decisiones. El otro riesgo 
alternativo es la indebida influencia política en las decisiones regulatorias y sobre todo, 
en la fiscalización. Este riesgo surge cuando la autoridad política o de gobierno se 
inmiscuye excesivamente en la aplicación de la regulación, la cual supone criterios 
técnicos y profesionales. La autoridad gubernamental ejerce su función de formulación 
de políticas, a partir de consideraciones de mediano plazo y teniendo en cuenta el interés 
de productores y consumidores. A partir de estas decisiones se elaboran las reglas 
específicas, su aplicación y fiscalización. Seria inconveniente que la autoridad de 
gobierno interviniera también en las otras fases, que suponen otras competencias. 

Para evitar ese riesgo político, se plantea como un cuarto aspecto general, la 
separación institucional de las funciones de formulación de políticas generales, de 
formulación de normas regulatorias y de fiscalizacibn. En general, suele prevalecer 
una superposición de funciones en las instituciones regulatorias, lo que crea 
incoherencias y confusión. Organismos centrales de gobierno que regulan y fiscalizan o 
distintos organismos que regulan un mismo sector con criterios diferentes no ayudan al 
objetivo de reglas simples, claras y transparentes. La separación institucional de estas 
funciones, aparte de su objetivo de eficiencia, requiere una suficiente autonomia de los 
responsables de cada una de ellas, a fin de garantizar su profesionalismo. La autonomía 
significa que los funcionarios no pueden quedar expuestos a sanciones políticas o 
gubernamentales por las decisiones que tomen, excepto en casos que deben especificarse 
muy claramente y que dicen relación con el incumplimiento de sus responsabilidades o 
faltas graves al profesionalismo. 
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Así como es conveniente la separacibn de funciones, se ha planteado también el 
tema de si centralizar esas funciones para un conjunto de sectores regulados, o 
mantener Ia división sectorial. En otras palabras, instituir un organismo regulador para 
todos los sectores de servicios de utilidad pública, incluyendo por ejemplo, 
telecomunicaciones, electricidad y servicios sanitarios. La ventaja de tal centralización 
es que se podría contar con equipos profesionales más sólidos y de buen nivel 
profesional, que normalmente son escasos en los países en desarrollo, los cuales podrían 
compartir sus experiencias entre los diversos sectores regulados. En contra de esta 
opción, se argumenta que la alta especialización de la operación de esos servicios y el 
rápido cambio tecnológico que ellos experimentan conspira en contra de un equipo 
interdisciplinario. Además, cuando en un país hay una larga tradición sectorializada, la 
integración de los equipos podría ser muy desarticuladora y generadora de conflictos 
institucionales. 

Un sexto tema tiene que ver con la participación de los usuarios y de la 
ciudadanía en general. En último término, el medio ambiente involucra mucho más que 
los aspectos químico-biológicos del entorno humano. Tiene que ver también con 
relaciones sociales y las formas de vida a que aspira la ciudadanía. Cuando una 
comunidad se ve afectada por el desarrollo económico y urbano, porque su habitat se 
verá alterado o destruido de un modo irreversible, tiene el derecho a participar en las 
decisiones y expresar sus opciones. Esta dimensión del desarrollo está teniendo cada vez 
más importancia. Afecta desde las comunidades indígenas que sufren el desplazamiento 
fisico por la construcción de grandes centrales hidroeléctricas hasta las pequefias 
comunidades urbanas que deben dejar paso a las modernas carreteras urbanas o 
suburbanas. Aquí el dilema planteado no es de fácil solución, porque hay conflictos 
reales de intereses. ¿Debe privilegiarse el interés de una pequeña comunidad rural o el 
de grandes aglomeraciones urbanas cuyo bienestar depende de la nueva infraestructura 
física? Por cierto, por pequeña que sea una comunidad, esto no la excluye de que sus 
preferencias sean respetadas y consideradas. Pero tampoco puede significar un veto para 
decisiones que pueden ser de amplias proyecciones sociales. 

La implicancia es que en un proceso democrático, los grupos sociales tienen 
derecho a participar y expresar sus opiniones y, en el peor de los casos, a recibir las 
adecuadas compensaciones cuando sus intereses específicos deban ser sacrificados. 
Todo esto requiere persuasión, diálogo y participación social. La institucionalidad 
reguladora debe velar por una participación eficaz de los grupos cuyos intereses sociales 
se ven afectados por las decisiones de políticas públicas. Esta participación no es sólo un 
derecho democrático, sino también puede hacer más eficaces las decisiones, porque en el 
proceso contribuye a un aprendizaje y educación de todas las partes involucradas, a una 
mayor información y transparencia y, en definitiva, a una mayor estabilidad y solidez de 
las reglas del juego. 


